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DEL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA. El artículo 14 de la Constitución Política, consagra el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, que no es otra cosa que el respeto que el Estado y la sociedad deben guardar en relación con las notas distintivas del carácter de cada persona, sin que aquélla se limite a la facultad del individuo de ser sujeto de derechos y obligaciones, sino que comprende una serie de atributos de la personalidad, entre los que se encuentra el “nombre” en sus connotaciones de: (i) derecho fundamental inherente a todas las personas por el solo hecho de su existencia, (ii) signo distintivo que revela la personalidad del individuo (iii) institución de policía que permite la identificación y evita la confusión de personalidades
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Pereira, veintitrés de agosto de dos mil diecisiete
Acta N° __ de 23 de agosto de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la acción de tutela instaurada por el doctor DONALDO CÓRDOBA ANDRADE  en calidad de defensor público, como agente oficioso de la menor FABIANA DEL VALLE GUILLÉN contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL  y la REGISTRADURÍA ESPECIAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES

Indica el doctor Donaldo Córdoba Andrade, Defensor Público, actuando en calidad de agente oficioso de la menor Fabiana del Valle Guillén, que ésta es hija de la señora Paula Andrea Guillén Giraldo, ciudadana colombiana que se encontraba residenciada en Venezuela hasta hace un par de meses, quien decidió retornar a Colombia debido a la crisis que atraviesa el vecino país; que la agenciada tiene nacionalidad venezolana pero requiere que le sea expedido del registro civil para legalizar su permanencia en el país y de paso acceder a los servicios de salud y de educación a los cuales tiene derecho.

Refiere que la señora Guillén Giraldo, madre de la agenciada adelantó los trámites para obtener la cédula de ciudadanía, siéndole entregada la contraseña, documento que según la misma Registraduría no resulta idóneo para permitirle registrar a la menor, al paso que le solicitan como instrumento necesario para realizar tal inscripción el certificado de nacimiento debidamente apostillado, requisito que no puede cumplir, debido a la dificultada administrativa e institucional que se presenta en Venezuela.

Sostiene que la negativa de las accionadas de permitir la inclusión de la menor Fabiana del Valle Guillén en el registro civil, vulnera sus derechos fundamentales a la nacionalidad, a la educación, a la salud, a la seguridad social y a una vida en condiciones dignas, por lo cual solicita su amparo por esta vía, al igual que requiere que se ordena a la Registraduría Nacional del Estado Civil autorizar y tramitar la inscripción del registro civil de nacimiento, permitiéndole a su progenitora identificarse con la contraseña que da cuenta de la tramitación de su documento de identidad. 

TRÁMITE IMPARTIDO

Mediante auto de fecha 9 de los corrientes se admitió la acción y se concedió a las   accionadas el término de dos (2) días a efectos de que ejercieran su derecho de defensa.
En escrito de fecha 10 de agosto de 2017 la Registraduría Nacional del Estado Civil, luego de hacer un recuento legal sobre su funciones indicó que la Registraduría Delegada para el Registro Civil y la Identificación es la llamada a participar como parte pasiva de la presente acción.
Frente al caso concreto afirmó que esa entidad, mediante circular No 064 del 18 de mayo de 2017, estableció como medida excepcional para la inscripción extemporánea en el registro civil de nacimiento de los hijos de colombianos nacidos en Venezuela que no cuentan con registro civil extranjero apostillado, la presentación de este documento sin el citado requisito y la declaración de dos testigos.

Refiere que no existe entonces fundamento alguno para negar la inscripción del registro civil de la menor involucrada, pues todas las delegaciones conocen de la medida adoptada en virtud a la situación excepcional que presentan los hijos de colombianos nacidos en Venezuela.

Afirma también que no existe evidencia en el proceso que esa entidad haya obrado como se indica en la tutela, por lo que solicita que se niegue la protección reclamada.

El Delegado Departamental de la Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda, se vinculó a la litis indicando que la dependencia competente para dar respuesta a la presente acción de tutela era la Registraduría Delegada para el Registro Civil y la Identificación.

Mediante auto de fecha 17 de agosto de 2017 se dispuso la vinculación a ésta última,  entidad que mediante comunicación de fecha 22 de agosto de 2017, dio respuesta la acción en los mismos términos en que atendió el llamado la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

EL PROBLEMA JURÍDICO
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:
¿La falta de expedición del registro civil de la menor Fabiana del Valle Guillen vulnera el derecho fundamental al reconocimiento de su personalidad jurídica?

Antes de abordar la solución al problema jurídico planteado, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. DE LA AGENCIA OFICIOSA DEL PERSONERO MUNICIPAL.

Dispone el artículo 46 del Decreto 2591 de 1991, que el Defensor del Pueblo puede, “sin perjuicio del derecho que le asiste a los interesados, interponer la acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o que esté en situación de desamparo e indefensión”
La Corte Constitucional, en sentencia T-119-12 frente al tema expuso lo siguiente:

En suma, la acción de tutela puede ser promovida, entre otros, por el Defensor del Pueblo o los personeros municipales, caso en el cual se entiende que actúan como agentes oficiosos para salvaguardar los derechos fundamentales de quienes no pueden acceder a la administración de justicia por sus propios medios. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha exigido el cumplimiento de dos requisitos que se enuncian a continuación para la configuración de la agencia oficiosa: “i) la necesidad de que el agente oficioso manifieste explícitamente que está actuando como tal, y (ii) que el titular de los derechos invocados no se encuentre en condiciones para instaurar la acción de tutela a nombre propio”

2. DEL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA.
El artículo 14 de la Constitución Política, consagra el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, que no es otra cosa que el respeto que el Estado y la sociedad deben guardar en relación con las notas distintivas del carácter de cada persona, sin que aquélla se limite a la facultad del individuo de ser sujeto de derechos y obligaciones, sino que comprende una serie de atributos de la personalidad, entre los que se encuentra el “nombre” en sus connotaciones de: (i) derecho fundamental inherente a todas las personas por el solo hecho de su existencia, (ii) signo distintivo que revela la personalidad del individuo (iii) institución de policía que permite la identificación y evita la confusión de personalidades
.
Ahora, frente a la negativa de expedición del registro civil por parte de las entidades encargadas, la Corte Constitucional ha precisado:
“En síntesis, este Tribunal ha señalado de manera reiterada que el derecho a la personalidad jurídica no solo comprende la posibilidad que tienen los individuos de ingresar al tráfico jurídico sino que también incluye todas las características individuales asociadas a su condición de persona. En tal virtud, especialmente en el caso de los menores de edad, el registro civil se convierte en el instrumento necesario para concretar dicho derecho y el Estado debe remover todos los obstáculos, materiales y formales para garantizar su protección y eficacia. En otras palabras, solo a través del reconocimiento expreso de la relación filial, se concreta el derecho que tiene toda persona a ser reconocido por el Estado. Si no se protege dicha relación, que solo se da en el marco de la familia, la persona queda expuesta a una situación gravosa que atenta contra sus derechos fundamentales.”.
3. CÉDULA DE CIUDADANÍA COMO DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN.
La Ley 39 de 1961, en su artículo primero determinó que “A partir del primero (1º) de enero de mil novecientos sesenta y dos (1962), los colombianos que hayan cumplido veintiún (21) años solo podrán identificarse con la cédula de ciudadanía laminada, en todos los actos civiles, políticos, administrativos y judiciales”.
La mayoría de edad fue modificada mediante el Acto Legislativo 01 de 1975, cambiando de 21 a 18 años.

Posteriormente, mediante las leyes 757 de 2002 y 99 de 2005 se dispuso la renovación de la cédula de ciudadanía, debiendo identificarse todos los colombianos a partir del 1 de enero de 2010 con la cédula amarilla con hologramas y foto a color.
Frente a la determinación de la cédula de ciudanía como único documento válido de identificación la Corte Constitucional indicó en Sentencia T-522-14 que:

“En suma, se concluye que la Corte, sin desconocer la importancia y la idoneidad de la cédula de ciudadanía para la identificación de las personas, ha considerado que en casos excepcionales en los que se trate de personas en situación de vulnerabilidad, que por razones ajenas a su voluntad no tengan en su poder el citado documento y la exigencia de este afecte sus derechos fundamentales, las autoridades públicas o privadas deben disponer de otros mecanismos o aceptar la contraseña, según el caso, para comprobar la identificación de la persona. Lo anterior, por cuanto aplicar la norma de manera estricta sin tener en cuenta las particularidades en las que se puede encontrar la persona que no cuenta con su cédula, puede generar afectaciones, en ocasiones graves. 
4. CASO CONCRETO.

En el presente asunto, no existe controversia en la legitimación que tiene la Defensoría del Pueblo para solicitar el amparo de los derechos fundamentales de Fabiana del Valle Guillen, pues se encuentra dentro de sus funciones agenciar a aquéllas personas que se encuentra en imposibilidad de acudir por sus propios medios a la administración de justicia y en este caso se trata de una menor de edad, quien ostenta la calidad de sujeto de especial protección y en esos términos la Corte Constitucional ha considerado que cualquiera puede acudir a la justicia constitucional con tales fines.
De acuerdo con relato fáctico, el agente oficioso se duele de la negativa de la Registraduría Nacional del Estado Civil de disponer la inscripción del registro civil a la menor Fabiana del Valle Guillen, por no contar con el certificado de nacimiento debidamente apostillado, ni la cédula de ciudadanía de su progenitora, ciudadana colombina, quien en compañía de la menor, nacida en Venezuela, retornó a Colombia debido a la crisis que atraviesa el vecino país y se encuentra realizando los trámites necesarios para cedularse, contando en la actualidad con la contraseña expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil como prueba de que el documento de identificación se encuentra en trámite, que tiene vigencia por tres meses.

Lo primero que debe advertirse es que, conforme con la respuesta brindada por las entidades llamadas a juicio, el primer obstáculo que presenta la inscripción del registro civil de la menor accionante, esto es la presentación del certificado de nacimiento debidamente apostillado, fue resuelto por la Registraduría Nacional del Estado Civil con la expedición de la circular 064 de 18 de mayo de 2017, mediante la cual autorizó a todas las oficinas con función registral adelantar el referido trámite, con la presentación del registro civil de nacimiento del menor de 7 años sin apostillar,  más las declaraciones de dos testigos y el diligenciamiento del formato previsto por la entidad, en el que se declare bajo la gravedad de juramento no ha sido registrado en otra oficina registral colombiana y el motivo del retraso de la inscripción, de acuerdo con las previsiones del numeral 5º del artículo 2.2.6.13.3.1 del Decreto 356 de 2017.

Cómo puede observarse no existe en la actualidad el obstáculo anunciado por el agente oficioso para que sea inscrito el registro civil de la menor Fabiana del Valle Guillen.

Respecto a la indebida identificación de la señora Paula Andrea Guillen Giraldo se tiene que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 2.2.6.12.3.2 del Decreto 356 de 2017, para la inscripción en el Registro Civil de nacimiento de la persona nacida en el extranjero hija de padre o madre colombiano, se requiere que al menos uno de ellos se encuentre debidamente identificado como nacional colombiano, lo cual se acredita, para el caso de los mayores de edad, con la cédula de ciudadanía de conformidad con lo previsto en el artículo 3º de la ley 43 de 1993.

En ese sentido, resulta legítimo el requisito impuesto a la progenitora de la accionante, en el entendido que sólo el citado documento la identifique como nacional y que mientras no tenga esa calidad, no puede ser inscrito el registro civil de su hija.

No obstante, encuentra la Sala que el derecho fundamental de la menor involucrada al reconocimiento de su personalidad jurídica no puede estar condicionado a la entrega de la cédula de ciudadanía a su progenitora, la cual puede tardar más de tres meses, quedando limitado el acceso a los servicios de salud y de educación a los cuales tiene derecho al residenciarse en el territorio nacional y en ese sentido, deben prevalecer tales garantías, pues si bien resulta ajustada a derecho la negativa de la entidad de adelantar el trámite que se reprocha desatendido, la calidad de sujeto de especial protección de la accionante, permite la intervención del juez de tutela para remover el obstáculo que impide su disfrute.  
En ese orden de ideas, se amparará los derechos fundamentales de la menor Fabiana del Valle Guillen a la salud, a la educación ya al reconocimiento de su personalidad jurídica y como consecuencia se  dispondrá a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a través del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación, doctor Luis Fernando Criales Gutiérrez que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, disponga lo pertinente para que el Delegado Departamental de Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda, doctor William Malpica Hernández, proceda a realizar la inscripción del registro civil de menor Fabiana del Valle Guillén conforme lo establecido en las Circulares 052 y 064 de 2015, permitiendo que su progenitora, la señora Paula Andrea Guillen Giraldo, realice el trámite respectivo, para lo cual se identificará con la contraseña expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil como comprobante de la tramitación de su cédula de ciudadanía.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión No 2º  del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud, la educación y al reconocimiento de la personalidad jurídica de los cuales es titular la menor FABIANA DEL VALLE GUILLEN.

SEGUNDO: ORDENAR a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a través del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación, doctor Luis Fernando Criales Gutiérrez que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, disponga lo pertinente para que el Delegado Departamental de Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda, doctor William Malpica Hernández, proceda a realizar la inscripción del registro civil de menor Fabiana del Valle Guillén conforme lo establecido en las Circulares 052 y 064 de 2015, permitiendo que su progenitora, la señora Paula Andrea Guillen Giraldo, realice el trámite respectivo, para lo cual se identificará con la contraseña expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil como comprobante de la tramitación de su cédula de ciudadanía.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-152 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía.


� Sentencia T-294 de 2004. En el mismo sentido, pueden consultarse las sentencias SU-707 de 1996, T-659 de 1998, T-414 de 1999, T-574 de 1999, T-239 de 2003, T-1020 de 2003, T-078 de 2004, T-681 de 2004, T-794 de 2004, T-095 de 2005, T-365 de 2006, T-849 de 2006, T-299 de 2007, T-703 de 2007, T-1029 de 2007, T-050 de 2008, T-573 de 2008, T-591 de 2009, T-799 de 2009 y T-961 de 2009.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-152 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía.
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